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      Entre 1930 y 1960 México inauguró, desarrolló y consolidó una política exterior que al cabo de los años, y tras muchas dificultades, acabaría por ganarle prestigio en el exterior y legitimidad dentro del país. Fue ésta una travesía que llevó a la diplomacia mexicana a cambiar de rumbo de modo pragmático, ajustándose a las cambiantes circunstancias internacionales, sin abjurar nunca de sus principios históricos. Al mismo tiempo, durante ese periodo, México fue capaz de ejercer una autonomía relativa frente a Estados Unidos, con muy pocos paralelos en el entorno latinoamericano, lo que le permitió disentir de la superpotencia ante diversas cuestiones internacionales.




      En razón de su particular situación geopolítica y de su tumultuosa historia, la política exterior ha sido, de forma invariable, un instrumento fundamental para la defensa de los intereses de México. Desde la consumación de su independencia México ha enfrentado diversas intervenciones extranjeras en su territorio. De tal suerte, México afrontó un fallido intento de reconquista española, en 1828, y vio amputada la mitad de su territorio, con la secesión de Texas primero y luego de una gran invasión norteamericana en 1847. A lo largo del siglo XIX, México padeció también la llamada Guerra de los Pasteles en 1838 y la Segunda Intervención Francesa de 1862.




      Durante el periodo revolucionario México hubo de hacer frente a dos intrusiones armadas de su vecino del norte; la primera, en 1914, cuando los marines de la escuadra norteamericana bloquearon, bombardearon y ocuparon el puerto de Veracruz en 1914, y la segunda, cuando el general John «Black Jack» Pershing (1860-1948) condujo una expedición «punitiva» en lo que terminó por ser una malograda tentativa de capturar a Pancho Villa en 1916.




      De manera semejante los gobiernos emanados de la Revolución Mexicana tuvieron que enfrentar constantes presiones por parte de las grandes potencias, en especial de Estados Unidos; coacciones que buscaron impedir la puesta en práctica del credo revolucionario tal y como fuera expresado por el Congreso Constituyente de 1917 y, en suma, las decisiones soberanas de México como nación. Estados Unidos incluso amagó en varias ocasiones con nuevas intervenciones armadas.




      Con tales antecedentes no resulta sorprendente que la política exterior de México haya sido eminentemente defensiva y reactiva ante los estímulos del exterior, que el mundo externo haya sido percibido esencialmente como una amenaza antes que como una oportunidad y que esto haya sido particularmente cierto durante la fase armada de la Revolución Mexicana.




      Sin embargo, fue también con la Revolución Mexicana, y más concretamente después del llamado periodo de la «reconstrucción», cuando se sentaron las bases de una política exterior «moderna» y activa. Se llevó a cabo a partir de entonces una «nueva» diplomacia que buscó tener peso más allá de su periferia inmediata, fundándose en lo único en lo que México, por su condición de país débil y periférico, podía servirse: la defensa de la legalidad internacional con sus principios de no intervención, autodeterminación e igualdad jurídica entre naciones.




      En ese sentido, la materialización del diseño y práctica de una política exterior coherente y estable ha sido, en todo caso, un logro reciente. Fue precisamente durante las tres décadas transcurridas entre 1930 y 1960 cuando la política exterior de México sentó las bases doctrinarias e institucionales de su función.




      Durante ese periodo la diplomacia mexicana actuó manteniendo continuidades y adoptando cambios que permiten discernir tres grandes etapas: el fin del conflicto con Estados Unidos, fruto en gran medida de un nuevo espíritu de cooperación, simbolizado por la estrecha colaboración mantenida por el entonces embajador norteamericano, Dwight Morrow (1873-1931) y el entonces presidente de México, Plutarco Elías Calles; el inicio de una política exterior e interior de intransigente sustrato nacionalista, inaugurada por la presidencia de Lázaro Cárdenas, hecha posible por su coincidencia en el tiempo con la denominada «política del buen vecino», proseguida y ensanchada por la Administración de Roosevelt, y, finalmente, la vinculación creciente con Estados Unidos, iniciada a partir de la II Guerra Mundial e intensificada tras el fin del conflicto; acotada, no obstante, por el mantenimiento de una autonomía relativa en el marco del sistema interamericano y de un activo protagonismo en los esfuerzos por el alcance del desarme mundial y la no proliferación del armamento nuclear.




      Como constantes a lo largo del periodo en cuestión destacan la defensa de los principios de no intervención y de la libre autodeterminación de los pueblos.




       




       




      Diplomacia del Maximato




       




      Tras el estallido de la Revolución Mexicana, México experimentó una década de convulsión armada, seguida de una década de reconstrucción política y económica. Con todo, la estabilidad interna del país se vio nuevamente amenazada al caer asesinado, el 17 de julio de 1928, Álvaro Obregón, ex presidente de México de 1920 a 1924 y presidente electo de la República para el periodo de 1928 a 1932, a manos del fanático religioso, José León Toral. Con el asesinato de Obregón se cerraba una etapa más en la historia de México.




      Una consecuencia inmediata de su muerte fue una nueva enmienda de la Constitución por la que se vetaba la reelección para todos los cargos de elección popular, siempre y bajo cualquier circunstancia; axioma político que se ha respetado en México a rajatabla desde entonces. Otra fue la creación de un partido político que unificó todas y cada una de las tendencias y camarillas revolucionarias, y que puso fin a las agrupaciones faccionarias y a las interminables rencillas entre caudillos y grupos revolucionarios.




      La eventualidad de una nueva sublevación militar fue conjurada mediante la fundación del Partido Nacional Revolucionario (PNR) en 1929 y con la permanencia en el poder del general Calles, quien en su condición de «Jefe Máximo de la revolución» se erigió a partir de entonces en el árbitro supremo de la política mexicana hasta 1935. Por esta razón, las presidencias en las que gobernaron sucesivamente Emilio Portes Gil (1890-1978), Pascual Ortiz Rubio (1877-1963) y Abelardo L. Rodríguez (1889-1967) pasaron a ser conocidas popularmente como «el Maximato»; periodo que se caracterizó por una diarquía entre el jefe del Ejecutivo en turno y el poder en la sombra que detentaba Calles. Esta singularidad llevó a un debilitamiento extremo de la figura presidencial que se expresó en continuas crisis de gabinete.




      Ante la ausencia del presidente electo y con arreglo a los mandatos constitucionales el Congreso mexicano, a instancias de Calles, designó a Emilio Portes Gil (1890-1978), abogado tamaulipeco con reputación de radical y sin ningún vínculo aparente con Obregón o el propio Calles, presidente provisional, durante un periodo de catorce meses mientras se convocaban nuevas elecciones. En ese breve interregno, la Secretaría de Relaciones Exteriores quedó acéfala. No obstante, Portes Gil ratificó en su cargo de embajador ante Washington a Manuel C. Téllez (1885-1937), quien desde ese cargo condujo de facto la política exterior de México durante el periodo; circunscrita, como estaba entonces, a las relaciones específicas con Estados Unidos.




      Durante ese mismo lapso se pacificó el país, al terminar la guerra cristera, mediante los buenos oficios del embajador norteamericano, Dwight Morrow, quien intervino para que se alcanzara un acuerdo entre la jerarquía clerical mexicana y el presidente.




      De este modo el año 1930 inauguró en más de un sentido una nueva fase para la política exterior de México. La Gran Depresión, que dislocó profundamente el comercio mundial, así como el creciente desafío de las potencias descontentas con el statu quo posterior a Versalles, obligaron a los sucesivos gobiernos mexicanos a involucrarse con mayor aplicación en los asuntos internacionales. No obstante, México no fue tan severamente afectado por la crisis como lo fueron otros países latinoamericanos altamente vulnerables a las oscilaciones de los precios de las materias primas en el mercado internacional. En primer lugar porque gran parte de la agricultura mexicana de la época era todavía de autoconsumo y subsistencia y porque los minerales mexicanos de exportación, como la plata y el petróleo, estaban en el grupo de productos de alta demanda, incluso en tiempos de crisis.




      Si la esencia de la política exterior ha sido tradicionalmente la defensa de la soberanía, ésta debió evolucionar a lo largo del último siglo. Como bien explica Mario Ojeda Gómez en su libro Alcances y límites de la política exterior de México, si en un inicio la defensa del territorio fue la prioridad de la diplomacia mexicana, «con el tiempo la preocupación principal en materia externa fue evitar que lo económico se convirtiera en pretexto para ejercer la intromisión política. Así, la soberanía vino en la práctica a ser sinónimo de autodeterminación y no intervención».




      Entre 1910 y 1940 los regímenes revolucionarios mexicanos tuvieron que buscar un nuevo acomodo con la comunidad internacional, y en particular con Estados Unidos, país que veía con preocupación lo que consideraba su «traspatio» sacudido por una revolución social.




      En primer lugar, las luchas intestinas y la debilidad de los gobiernos revolucionarios evitaron la formulación de una política exterior coherente que respondiera a las necesidades del país, por lo que la diplomacia servía meramente a intereses a corto plazo. Entre 1910 y 1917 la naturaleza fluida de la revolución hizo imposible la gestión de una política exterior coherente y única. Los apremios de la guerra civil, con sus alianzas fluctuantes, y los azarosos vínculos con el exterior hicieron que las relaciones con el mundo fueran erráticas y divididas en facciones. La diplomacia mexicana de esa época fue eminentemente reactiva y a corto plazo, sus pobres resultados fueron consecuencia de la falta de una mínima labor de información e inteligencia.




      Así, la falta de organización del ministerio a cargo de dichos asuntos significó que México, lejos de contar con diplomáticos expertos y eficientes que suministraran al gobierno información oportuna de lo que sucedía en otros países, información de la que habría requerido para diseñar estrategias diplomáticas eficaces, recurrió frecuentemente a la improvisación o a la habilitación de funcionarios poco versados en la materia.




      Dicha falta de información no sólo dificultaba una planificación adecuada de la política exterior, sino que el desconocimiento acerca de los designios e intenciones de otros países exponía frecuentemente a México a emergencias no anticipadas, a las que sin remedio aparente se reaccionaba con improvisación y apresuramiento reiterados.




      Fue así como, hasta 1931, la diplomacia mexicana concentró prácticamente todos sus asuntos exteriores en sus relaciones con Estados Unidos y con la América Central, y de modo muy particular con Guatemala, ya que las representaciones en Europa y otros países no tuvieron mayor finalidad que mantener una presencia meramente testimonial. En suma, la diplomacia mexicana carecía de escuela y tradición, y, por consiguiente, fue ajena a los grandes temas internacionales que se habían originado como resultado de la I Guerra Mundial.




      Desde que terminó la fase armada de la revolución, la gran aspiración en materia de política exterior había sido la de enajenar de manos extranjeras los grandes enclaves económicos, tales como los campos petroleros y las explotaciones agrícolas y ganaderas, que se habían establecido en México desde la época de Porfirio Díaz. Tanto Carranza como Obregón y Calles, cada uno a su manera, lo habían intentado, sin conseguirlo. No se dieron ni las condiciones de cohesión política interna, ni una coyuntura internacional propicia para que dicho proyecto pudiese prosperar.




      Después de 1929 se normalizaron las relaciones de México con las grandes potencias, a costa de atenuar los principios y las reivindicaciones nacionalistas contenidas en la Constitución de 1917 y de abdicar de una política exterior de contrapeso a Estados Unidos, particularmente en lo relativo a Centroamérica. Una vez más, como había sucedido con los Acuerdos de Bucareli, el pragmatismo se impuso sobre los preceptos constitucionales y sobre las reivindicaciones de fraternidad latinoamericana.




      La paz y la estabilidad parecían finalmente haber sido alcanzadas. De suerte tal que, en su cuarto y último informe a la nación como presidente, Plutarco Elías Calles pudiese afirmar que las relaciones exteriores del país se habían finalmente restablecido:




       




      Me causa profunda satisfacción, como mexicano y como Jefe de Estado, poder anunciar, al concluir el periodo de mi gobierno, que dejo del todo normalizada y sin ningún problema que en estos momentos pueda causar ansiedad ni trastornos, la situación internacional de México. Quizás por primera vez, desde hace más de veinte años, por circunstancias conocidísimas el Ejecutivo puede hacer este anuncio a la Representación Nacional. Por primera vez en tan largo periodo, nuestro país se encuentra en amistosas y normales relaciones exteriores, sin dificultades ni controversias amenazantes y manteniendo simultáneamente intactos el decoro y la dignidad de la nación.




       




      Tras los nuevos arreglos entre el embajador Dwight Morrow y Plutarco E. Calles, el gobierno de Estados Unidos mostró un evidente interés en preservar la estabilidad del régimen. En marzo de 1929, simultáneamente a la convención fundacional del PNR, Partido Nacional Revolucionario, estalló un levantamiento armado en los estados de Veracruz, Sonora, Chihuahua, Nuevo León y Durango, encabezado por los generales José Gonzalo Escobar y otros militares, poniendo en predicamento la sucesión presidencial.




      Al saber del levantamiento, Portes Gil pidió a Calles que se encargara interinamente de las secretarías de Guerra y Marina para combatir a los rebeldes. La insurrección duró casi tres meses. Cerca de 30.000 hombres se alzaron en armas. El saldo fue de 2.000 muertos, mientras que los costos en armamento, destrucción de vías férreas, saqueos, etcétera, ascendieron a cifras considerables.




      El gobierno fue capaz de sofocar la llamada Rebelión Escobarista gracias, en gran medida, al sólido apoyo militar y político que recibió del gobierno estadounidense. A petición expresa de Emilio Portes Gil, el mandatario de aquel país, Herbert Hoover (1874-1964) decretó un embargo a la exportación de armas a México, con excepción de aquellas destinadas al gobierno federal. El apoyo de Estados Unidos al gobierno mexicano no se limitó sólo a la venta de armamento y al embargo contra los rebeldes, sino que también incluyó la negativa de las autoridades norteamericanas a tener trato alguno con el emisario escobarista en Washington, Gilberto Valenzuela. La figura del general Calles creció en prestigio y fuerza ante la opinión pública después de su participación como jefe del ejército leal al gobierno, pues la rápida solución del conflicto sería en gran parte atribuida a su pericia.




      Ya antes de 1929 se habían hecho gestiones para poner fin al conflicto religioso y al cierre de los templos. Algunos representantes del clero católico de Estados Unidos se habían entrevistado con Calles y con Obregón; pero fue a Portes Gil, como presidente, a quien le tocó poner fin a dicho conflicto.




      El embajador norteamericano Dwight Morrow se arrogó la iniciativa de ayudar al gobierno mexicano a resolver el conflicto religioso (1926-1929) y a restaurar la estabilidad financiera del país. A instancias de Morrow varios clérigos norteamericanos concurrieron como mediadores. El 2 de mayo de 1929, el arzobispo Leopoldo Ruiz y Flores hizo declaraciones a la prensa norteamericana acerca de la necesidad de revisar las leyes mexicanas para terminar con el conflicto religioso y del deber de los católicos de obedecer a las autoridades civiles. Estas declaraciones ayudaron a que se realizaran arreglos para el regreso al país del obispo Pascual Díaz y del propio Ruiz y Flores, autorizados por el Vaticano, para tratar oficialmente el asunto religioso con el presidente de México. En aquellos mismos días comenzó el regreso de varios prelados mexicanos. Las pláticas entre las dos partes se iniciaron amistosamente en el Castillo de Chapultepec. El 22 de junio, en declaraciones a la prensa nacional y extranjera, Portes Gil anunció que el conflicto entre el clero y el gobierno había concluido.




      La reanudación de cultos fue anunciada días después. La entrega de los templos se efectuó por riguroso inventario y en ella intervino directamente la Procuraduría General de la Nación. La primera misa se celebró en la basílica de Guadalupe el día 27 de junio de 1929. Al poco tiempo de haber terminado los arreglos se amnistió a todos los que se encontraban aún en rebeldía.




      Aunque el conflicto religioso no había sido un problema internacional, su solución puso fin a la propaganda de cierta prensa norteamericana que había presentado al gobierno mexicano como una dictadura atea y comunista.




      Entre 1928 y 1934 Calles erigió una sólida estructura de poder en México. Inició entonces una política exterior más conservadora y de más bajo perfil de lo que había sido el caso hasta entonces para evitar nuevos conflictos con Estados Unidos.




      La tendencia hacia la institucionalización y concentración del poder central avanzó crucialmente con la creación del PNR, una tentativa exitosa por reducir el poder de los caciques regionales e institucionalizar la revolución. La maquinaria, producto del genio de Calles, sirvió para disciplinar a las élites surgidas de la revolución dentro de unas reglas en las que la imposibilidad de reelección sólo permitiría llevar a cabo una carrera política a los miembros disciplinados del partido, que podían contar con el apoyo de éste allí donde compitieran, aun alejados de sus bases sociales clientelares. Así, la insurrección violenta de los inconformes, que había sido la norma en la década de 1920, se fue convirtiendo en algo excepcional, lo que no sólo permitió la normalización de la vida política, sino la construcción misma de un Estado con monopolio efectivo de la fuerza.




      Como lo expresara el propio Calles, la creación del PNR supuso para México el fin de la «era de los caudillos» y el principio de la «era de las instituciones». Tanto que, para 1930, la estabilidad política del país parecía finalmente asequible, tras dos décadas de agitación interminable.




      En la elección de 1929, el nuevo partido presentó como candidato a Pascual Ortiz Rubio (1877-1963), un desconocido sin base política que había fungido hasta entonces como ministro de México en Brasil. En esos comicios Ortiz Rubio enfrentó al carismático José Vasconcelos (1882-1959), ex secretario de Educación Pública bajo el gobierno de Obregón. Pese a tratarse de una figura popular, de prestigio nacional e internacional, el aparato del nuevo partido aseguró para Ortiz Rubio una victoria electoral contundente: 94 por ciento de los 2.082.106 votos sufragados, según cifras oficiales. Vasconcelos acusó a las autoridades de un gran fraude electoral y abandonó el país a la espera de un levantamiento popular que nunca tuvo lugar.




      Ortiz Rubio tomó posesión el 5 de febrero de 1930. El nuevo presidente encomendó los asuntos exteriores del país al poeta e intelectual Genaro Estrada (1887-1937), quien ya había fungido como oficial mayor y como subsecretario del ramo y que por tanto poseía la experiencia necesaria para dar un nuevo rumbo a la diplomacia mexicana. Hasta entonces México había carecido de una auténtica política exterior. Con el país virtualmente aislado, la diplomacia mexicana se había limitado a resistir los embates y amagos de intervención de su poderoso vecino del norte. Con la llegada de Estrada a la Cancillería se diversificaron e intensificaron los contactos con el exterior como nunca antes había sucedido.




      En 1920 México había sido marginado de la Sociedad de Naciones. La tensión con Estados Unidos había sido determinante en dicha exclusión. No obstante, al cabo del tiempo dentro de la propia Liga de Naciones se decidió que era necesario enmendar esa decisión. De tal suerte que en la segunda mitad de los años veinte varias invitaciones fueron enviadas para que México se integrara al organismo, y señaladamente a la Oficina Internacional del Trabajo. En diciembre de 1929 México finalmente acreditó un observador en Ginebra para seguir las actividades de la Liga. No obstante, el ingreso oficial de México en la organización no tuvo lugar sino hasta septiembre de 1931.




      En un telegrama dirigido al presidente de la Asamblea, Eric Drummond (1876-1951), ese mismo mes, el canciller mexicano Estrada afirmó que México consideraba necesario presentar una reserva en el momento de su ingreso, en el que afirmaba que nunca había reconocido el arreglo regional mencionado en el artículo 11 del Pacto de la Sociedad de Naciones, que no era sino la doctrina Monroe. Conocida esa objeción, días después, por invitación conjunta de España, Italia, Gran Bretaña, Francia y Polonia, México fue admitido como miembro de pleno derecho en la Sociedad de Naciones.




      Una vez dentro del organismo, México explotó la oportunidad para hacerse oír, al condenar la invasión japonesa a la provincia china de Manchuria y censurar lo que según su enviado, Emilio Portes Gil, era una «inacción» de las grandes potencias ante la flagrante agresión japonesa.




      A partir de entonces los diplomáticos mexicanos adquirirían un protagonismo creciente en el organismo, implicándose en temas tan diversos como la armonización del derecho laboral internacional, los derechos de la mujer, la trata de blancas y estupefacientes, o el establecimiento de un comité de mediación para poner fin a la Guerra del Chaco entre Bolivia y Paraguay de 1932 a 1935 y, en representación colectiva de la Liga, para la resolución de la disputa fronteriza entre Colombia y Perú por la ciudad amazónica de Leticia en 1934.




      Prevalecía entre las grandes potencias de la época el intervencionismo más descarnado contra la soberanía de los países menos desarrollados. Una modalidad particularmente humillante de intervencionismo fue la utilización que se hacía del reconocimiento diplomático de nuevos gobiernos como mecanismo de presión para obtener prerrogativas y concesiones.




      Desde los años veinte los gobiernos de la revolución habían intentado ejercer control sobre los recursos naturales de la nación, ajustando dicha intervención a lo establecido por la Constitución de 1917; no obstante, tuvieron que recular de dichas aspiraciones ante el uso que hacían las potencias del reconocimiento diplomático como arma de presión. Tal fue el caso de Obregón, quien tuvo que esperar tres años antes de que Washington le otorgara el reconocimiento diplomático, y esto sólo a cambio de los Convenios de Bucareli, por los cuales México garantizaría los derechos, adquiridos bajo el Porfiriato, de propiedad de los estadounidenses radicados en el país.




      Las potencias, y Estados Unidos particularmente, se arrogaban el papel de árbitros ante las agitaciones ajenas o el de garantes armados de sus compañías en caso de querella. Fue ante tales prácticas cuando se expuso el principio rector de la diplomacia mexicana: la llamada doctrina internacional de México. Una argumentación con la que México hizo oír su voz por primera vez en la arena internacional, como fruto de su experiencia histórica, su convicción en la no intervención en los asuntos internos de una nación por otras y en el derecho de todos los Estados a la autodeterminación.




      La expresión de dicha política se dio a través de un comunicado de la Secretaría de Relaciones, dado a la prensa el 27 de septiembre de 1930, a la que ésta llamó en un primer momento «doctrina México» y que se conoció con posterioridad como doctrina Estrada, en homenaje a su autor, Genaro Estrada.




      Frontalmente opuesta a la doctrina Monroe, la doctrina Estrada proclamó el derecho de toda nación a ejercer plenamente su soberanía y a decidir libremente sus propios asuntos, sin intrusión de terceros, precepto que al cabo de los años obtuvo reconocimiento internacional.




      Dicha doctrina otorgaba reconocimiento diplomático a un gobierno cualquiera, independientemente de la forma en que éste hubiese llegado al poder, bien por las urnas, o bien por medio de una revolución. En suma, la resolución declaraba que México se oponía a que, cada vez que ocurriese un cambio súbito de gobierno, los países con los que se mantenían relaciones se pronunciaran acerca de la legitimidad o no del nuevo gobierno.




      A ojos de México, la concesión explícita del reconocimiento diplomático, o el retiro del mismo, al nuevo gobierno era un acto de intromisión inaceptable en los asuntos internos del país en cuestión. Aunque el comunicado fue publicado cuando acababan de producirse cambios repentinos de gobierno en Argentina, Bolivia, Brasil, Perú y República Dominicana, fue evidente que el destinatario final de la nota era sobre todo Estados Unidos y secundariamente las potencias europeas, que en el pasado habían utilizado el reconocimiento diplomático como mecanismo de presión contra los gobiernos revolucionarios. Para México nunca más correspondería a Estados Unidos o a los gobiernos conservadores de América Latina decidir qué nuevo gobierno latinoamericano era legítimo o no.




      Del mismo modo, la política de asilo diplomático, que habrían de mantener en lo sucesivo los gobiernos de la Revolución Mexicana, fue inaugurada precisamente en esta época, al ofrecer el gobierno de Emilio Portes Gil protección diplomática al líder guerrillero nicaragüense Augusto César Sandino (1895-1934), quien arribó a México en junio de 1929. Otros ejemplos destacados de personalidades que recibieron refugio en México por esos años fueron Julio Antonio Mella (1903-1929), Caridad Proenza y Víctor Raúl Haya de la Torre (1895-1979), entre otros.




      En el frente económico también se dieron los primeros pasos para la normalización de las relaciones económicas con el exterior, esencialmente encaminadas al finiquito de la deuda externa y al arreglo de pago de reclamaciones por daños a súbditos extranjeros y a sus propiedades ocurridas durante la fase armada del movimiento revolucionario. Para tal fin, el secretario de Hacienda, Luis Montes de Oca, viajó a Nueva York a mediados de 1930, a entrevistarse con el secretario del Tesoro, Thomas J. Lamont. De esas conversaciones surgió el denominado Convenio Montes de Oca-Lamont del 3 de julio de 1930, por medio del cual se renegoció la deuda. No obstante el Congreso mexicano, enfrentado a la recesión, se negó a ratificar el acuerdo. Nunca entró en vigor. La solución de la controversia de la deuda mexicana con Estados Unidos fue aplazada para mejor ocasión.




      Con todo, nuevos problemas complicaron la relación bilateral. Entre éstos, el tema de la migración se convertiría en fuente de profundas diferencias y fricciones entre ambos países; situación que persiste hasta nuestros días. La emigración de mexicanos a Estados Unidos fue irrestricta hasta 1924, cuando se estableció la Patrulla Fronteriza como una agencia especializada del Departamento norteamericano del Trabajo, para impedir el ingreso ilegal de trabajadores a Estados Unidos y el contrabando de licor a ese país, todavía bajo la Prohibición. No obstante, pese a la disuasión que tal corporación debió representar, la corriente migratoria apenas había menguado.




      Se calcula que hacia 1929 un millón de mexicanos residían en Estados Unidos; la mayor parte de ellos dedicados a las labores agrícolas. La crisis económica generó un desempleo al alza, que, aunado al consiguiente aumento de la hostilidad hacia los mexicanos llevaron, previsiblemente, a un endurecimiento de las leyes de inmigración norteamericanas. Hoover impuso cuotas restrictivas a la inmigración mexicana. Se llevaron a cabo repatriaciones masivas y expulsiones forzosas.




      Más que el cierre de la frontera a nuevos contingentes de inmigrantes, lo que en realidad afectó a México de la nueva política fue la repatriación forzosa de aquellos mexicanos que ya radicaban en Estados Unidos. Los deportados volvían para engrosar las filas del desempleo, en un momento en que la crisis económica alcanzaba en México su punto más alto.




      Se estima que entre 1930 y 1933, 311.000 mexicanos fueron repatriados a México por las autoridades norteamericanas. Ante la emergencia los gobiernos de Pascual Ortiz Rubio y Abelardo L. Rodríguez se vieron obligados a brindar asistencia a miles de mexicanos que regresaban al país. Varias agencias gubernamentales intentaron coordinarse para facilitar un regreso ordenado de los connacionales.




      La labor de protección consular emprendida por la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE) incluyó la defensa de sus derechos laborales, interviniendo en las gestiones destinadas a obtener el pago de indemnizaciones en caso de despido, accidentes laborales, fallecimiento y otras causas. Las solicitudes de repatriación se multiplicaron. El gobierno mexicano, en virtud de su situación económica, no podía sufragar el viaje de regreso, salvo en casos de auténtico apremio. No obstante, hizo gestiones, en algunos casos exitosas, con compañías marítimas y ferroviarias norteamericanas para que transportaran a varios mexicanos a la frontera y a los puertos de Veracruz y Tampico. La Secretaría de Guerra y Marina envió al buque Progreso para traslados adicionales. Hacienda concedió franquicias aduaneras para que los emigrantes pudieran llevar a México libres de impuestos sus automóviles, menajes e incluso materiales para construcción. La Secretaría de Gobernación hizo arreglos con los Ferrocarriles Nacionales de México para que los repatriados pudieran llegar sin mayor contratiempo a sus destinos finales. Se buscó, con mayor o menor éxito, llevarlos a colonizar regiones poco pobladas de México.




      México no sólo fue víctima del maltrato y persecución de sus connacionales en Estados Unidos, también fue verdugo, tal y como fue evidente con el acoso y el hostigamiento a los que se sometió a la población de origen chino en México a partir de la Revolución Mexicana.




      Desde el Porfiriato habían emigrado a México grupos de trabajadores chinos, culis, contratados para la construcción del ferrocarril, trabajar en la minería y como jornaleros en el campo. Al cabo de los años, muchos de estos trabajadores acabaron convirtiéndose en comerciantes o prestadores de servicios en zonas urbanas, por lo que su presencia generó animosidad y, eventualmente, brotes de xenofobia y persecución.
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